
 

Sr. Amilivia González, Presidente 
 
Sr. Estella Hoyos, Consejero  
Sr. Fernández Costales, Consejero  
Sr. Madrid López, Consejero 
Sr. Nalda García, Consejero  
 
Sr. Sobrini Lacruz, Secretario 

La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en León el día 7 de 
octubre de 2010, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de D. xxxxx, y a la 
vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 2 de septiembre de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
yyyyy, en nombre y representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en 
un accidente por el mal estado de la calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 8 de septiembre de 

2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 1.020/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 

 
Primero.- El 21 de julio de 2009 tiene entrada en el registro de la 

Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en xxxx1 una reclamación 
de responsabilidad patrimonial presentada por D. yyyyy, en nombre y 
representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en un accidente por el 
mal estado de la calzada. 
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Expone en su reclamación que el 24 de enero de 2009, cuando D. xxxxx 

circulaba por el punto kilométrico 14 de la carretera xx1, fue sorprendido por 
un desprendimiento de rocas que causaron desperfectos en su vehículo, 
matrícula xxxx. Reclama 2.093,92 euros como indemnización. 

 
Adjunta copia de un informe pericial de los daños. 
 
Segundo.- El día 21 de diciembre de 2009 se admite la reclamación 

presentada y se nombra instructor del procedimiento.  
 
Tercero.- El 19 de enero de 2010 el vigilante de explotación informa 

que no tuvo conocimiento alguno de los hechos. Adjunta fotos del lugar del 
accidente y el parte semanal de vigilancia de la zona. 

 
Cuarto.- En la misma fecha se concede trámite de audiencia a la UTE 

qqqq1 S.A. y qqqq2 S.A., U.T.E., quien presenta escrito de alegaciones en el 
que manifiesta que aunque se tuvo constancia de pequeños desprendimientos, 
éstos se limpiaron, por ello considera que “la vía estaba en condiciones 
normales de vialidad”.  

 
Se adjuntan los partes de incidencias. 
 
Quinto.- El 27 de enero de 2010 el encargado del parque de maquinaria 

informa de que los precios de la reparación efectuada al vehículo siniestrado 
“se ajustan a los existentes en el mercado en dichas fechas”. 

 
Sexto.- El 29 de enero de 2010 el encargado de conservación de la zona 

norte informa de lo siguiente: 
 

“El Equipo de Conservación no tuvo conocimiento de dicho 
accidente hasta la recepción de dicho escrito de reclamación. 

 
»El Equipo de Conservación no tuvo notificación de ningún 

desprendimiento. 
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»En el punto al que hace referencia la reclamación, el PK 14, la 
altura del desmonte es pequeña, la pendiente no es pronunciada y no hay 
presencia de rocas en el talud. 

 
»El tramo de carretera donde sucedió el accidente no tiene 

deficiencias importantes a destacar por lo que no se comunicó incidencia alguna 
a la UTE correspondiente”. 

 
 
 Séptimo.- El 5 de febrero de 2010 el ingeniero de la Sección de 

Conservación y Explotación del Servicio Territorial de Fomento informa, “a la 
vista de los informes internos emitidos”: 

 
“Como se desprende de los informes emitidos tanto por el equipo 

de Vigilancia de xxxx2, como por el encargado de conservación de la zona norte 
no se tuvo conocimiento del accidente hasta la fecha de recepción de la 
solicitud de informe. 

 
»La empresa encargada del mantenimiento qqqq1, S.A.- qqqq2, 

S.A. (UTE) recibió una llamada de la Guardia Civil de Tráfico comunicándoles la 
presencia de presencia de pequeños desprendimientos en la zona habiendo 
procedido a retirar las piedras de la calzada de acuerdo con el parte de trabajos 
que adjunta 

 
»Por tratarse de una zona rocosa meteorizada próxima a la 

carretera xx1, se producen con asiduidad chineos de material hacia las cunetas 
de la misma las cuales son habitualmente retiradas tanto por las brigadas 
dependientes de la Junta de Castilla y León como por la empresa encargada del 
mantenimiento, no obstante y dada la poca capacidad que tienen las cunetas 
existentes, en ocasiones los materiales rebotan en las cunetas y saltan hacia la 
carretera, motivo por el cual en varias zonas de esa carretera existe malla de 
protección de triple torsión para evitar la proyección de material hacia la 
misma. 

 
»No obstante, y según el informe del equipo de vigilancia en esa 

zona existen tramos en los que se producen desprendimientos de materiales 
hacia la carretera sin embargo en ese punto kilométrico en particular (14+000) 
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no se han observado la presencia de los mismos al menos en los últimos 12 
años. 

 
»También según el mismo informe la señalización permanente 

existente advierte del peligro por desprendimientos (P-26) en el P.K. 10+8000 
en el margen derecho y en el P.K 15+525 margen izquierdo. 

 
»A la vista de lo anterior, el accidente ocurrido, a juicio del abajo 

firmante, no se considera como consecuencia de un anormal funcionamiento de 
este servicio sino a causas fortuitas”. 

 
Octavo.- Concedido trámite de audiencia, no consta la presentación de 

nuevas alegaciones.  
 
Noveno.- El 17 de mayo de 2010 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación presentada, al no haberse acreditado los 
hechos. 

 
Décimo.- El 4 de agosto de 2010 la Asesoría Jurídica de la Delegación 

Territorial de xxxx1 informa favorablemente la propuesta de resolución 
indicada. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
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2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se presenta la reclamación (21 de julio de 2009) hasta que se 
formula la propuesta de resolución (17 de mayo de 2010). Esta circunstancia 
necesariamente ha de considerarse como una vulneración por parte de la 
Administración del artículo 12.b) del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, 
que consagra el derecho de los ciudadanos a la resolución de los asuntos que 
les conciernan en un plazo razonable; e igualmente como una infracción de los 
principios y criterios que han de regir su actuación recogidos en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, como los de eficacia, celeridad, eficiencia y servicio a los 
ciudadanos, entre otros. 
 

3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Delegado Territorial de la Junta de 
Castilla y León en la provincia, en virtud de lo dispuesto en el artículo 4.12 del 
Decreto 93/1998, de 14 de mayo, por el que se desconcentran atribuciones de 
la Consejería de Fomento en los Delegados Territoriales de la Junta de Castilla y 
León. 
 

El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992.  

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
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además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.  

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 
que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 

c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 

d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- En cuanto el fondo del asunto, comprobada la realidad y certeza de 

las lesiones sufridas por el reclamante, es preciso determinar si el expresado 
daño ha sido o no consecuencia del funcionamiento normal o anormal del 
servicio público, requisito indispensable para el nacimiento de la responsabilidad 
patrimonial de la Administración, conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, ya citada. 

 
Como afirma la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de enero de 1997, 

“la imprescindible relación de causalidad entre la actuación de la Administración 
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y el resultado dañoso producido puede aparecer bajo formas mediatas, 
indirectas y concurrentes, si bien admitiendo la posibilidad de una moderación 
de la responsabilidad en el caso de que intervengan otras causas, lo que debe 
tenerse en cuenta en el momento de fijarse la indemnización. Ello no es 
obstáculo para que, según los casos, se requiera para determinar la existencia 
de responsabilidad el carácter directo, inmediato y exclusivo del referido nexo. 
A estos efectos debe precisarse que la actividad administrativa no ha de ser 
enjuiciada aquí bajo el prisma psicológico o normativo de la culpabilidad, sino 
más bien desde la estricta objetividad mecánica de un comportamiento que se 
inserta, junto con otros eventos, en la causalidad material, a nivel de 
experiencia, en la producción de un resultado”. 

 
En cuanto a la existencia de la relación de causalidad entre los daños 

sufridos por la reclamante y la prestación del servicio público, es necesario 
probar que tales daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento 
normal o anormal del mismo. Este extremo corresponde acreditarlo a la parte 
interesada, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei 
qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre la carga de 
la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen de la 
responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 6.1 del ya 
mencionado Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas 
en materia de responsabilidad patrimonial. La Administración, por su parte, 
deberá probar los hechos que, en su caso, desvirtúen los alegados por la parte 
contraria. 

 
En el supuesto objeto de examen, la parte reclamante manifiesta que el 

accidente sufrido fue a consecuencia de un desprendimiento de rocas, 
circunstancia negada por la Administración, que reconoce la existencia de 
pequeños desprendimientos en otra zona de la carretera.  

 
La cuestión se centra, por tanto, en comprobar si el percance se produjo 

conforme relata la parte reclamante, a lo que ha de responderse de forma 
negativa, ya que la única prueba existente al respecto es su propia declaración 
y versión de los hechos, lo que se muestra claramente insuficiente para 
acreditar tal hecho. Debe destacarse que la parte reclamante no ha solicitado 
como prueba la toma de declaración de testigos, ni ha realizado alegación 
alguna en el trámite de audiencia sobre la práctica de dicha testifical, o 
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propuesto o aportado cualquier otra prueba que lleve al convencimiento de que 
los daños se produjeron según su versión. Por tanto, al no presentar ningún 
otro principio de prueba que permita demostrar la veracidad y el alcance de sus 
afirmaciones, negadas por la Administración, no puede considerarse acreditado 
que el accidente sufrido fuera debido a las circunstancias que se señalan en el 
escrito de reclamación. 

 
Por ello, a la luz de lo expuesto, al no considerarse probada la existencia 

de un título de imputación adecuado que permita responsabilizar a la 
Administración de las consecuencias derivadas del accidente sufrido, la 
reclamación debe desestimarse. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyyy, en nombre y representación de D. xxxxx, debido a los 
daños sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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